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2549 ORDEN de 5 de febrero de 2000 por la que
se regula la suplencia de la Subsecretaría del
Ministerio de Educación y Cultura.

El artículo 17 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, establece
en su artículo 1 que los titulares de los órganos admi-
nistrativos podrán ser suplidos temporalmente, en los
supuestos de vacante, ausencia o enfermedad, por quien
designe el órgano competente para el nombramiento
de aquéllos, especificando que si no designa suplente,
la competencia del órgano administrativo se ejercerá por
quien designe el órgano administrativo inmediato de
quien dependa.

El Real Decreto 1887/1996, de 2 de agosto, por
el que se regula la estructura orgánica básica del Minis-
terio de Educación y Cultura, al definir en su artículo 13
la correspondiente a la Subsecretaría y en sus artícu-
los 14, 15 y 16 las competencias de las unidades que
la integran, no ha establecido regulación o designación
alguna de suplencia, por lo que, ante la conveniencia
de regular dicha suplencia, he resuelto:

Primero.—Designar suplente del titular de la Subse-
cretaría del Ministerio de Educación y Cultura, para los
supuestos de vacante, ausencia o enfermedad del mis-
mo, al Director general de Personal y Servicios de dicho
centro directivo.

Segundo.—Siempre que se ejerzan competencias en
base a la suplencia establecida en esta Orden, deberá
hacerse constar así en los actos o resoluciones admi-
nistrativas correspondientes.

Tercero.—La presente Orden entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, 5 de febrero de 2000.

RAJOY BREY

Excmos. Sres. Secretarios de Estado e Ilmos. Sres. Secre-
tario general, Subsecretario y Directores generales.

MINISTERIO
DE INDUSTRIA Y ENERGÍA

2550 ORDEN de 21 de enero de 2000 por la que
se aprueban las cuotas para la Corporación
de Reservas Estratégicas de Productos Petro-
líferos.

El Real Decreto 2111/1994, de 28 de octubre, por
el que se regula la obligación de existencias mínimas
de seguridad de productos petrolíferos y se constituye
la Corporación de Reservas Estratégicas de Productos
Petrolíferos, determina en sus artículos 19 y 20, que
por Orden del Ministerio de Industria y Energía se esta-
blecerán las cuotas unitarias por grupo de productos
que mensualmente habrán de satisfacer a la Corporación
los sujetos obligados a mantener existencias mínimas
de seguridad.

Estas cuotas tienen como finalidad financiar los cos-
tes previos por la Corporación, especialmente los que
generen la constitución, almacenamiento y conservación
de las existencias estratégicas de cada grupo de pro-
ductos, así como el coste de las demás actividades de

la Corporación e, igualmente, los costes de constitución
y mantenimiento de las existencias mínimas de segu-
ridad correspondientes a los sujetos obligados a que
hace referencia el número 2 del artículo 19 del men-
cionado Real Decreto 2111/1994.

Las cuotas vigentes fueron aprobadas por Orden del
Ministerio de Industria y Energía de 7 de enero de 1999.

Recibida propuesta de cuotas para 2000, y después
de ser analizada por los servicios competentes de la
Secretaría de Estado de Industria y Energía,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer:

Primero.—Los sujetos obligados a mantener existen-
cias mínimas de seguridad de productos petrolíferos de
acuerdo con el Real Decreto 2111/1994, de 28 de octu-
bre, abonarán a la Corporación las siguientes cuotas,
durante el año 2000, para el mantenimiento por ésta
de las existencias estratégicas que les correspondan en
función de sus ventas o consumos:

a) Gasolinas de auto y aviación: 265 pesetas/m3.
b) Gasóleos de automoción, otros gasóleos, quero-

seno de aviación y otros querosenos: 260 pesetas/m3.
c) Fuelóleos: 238 pesetas/Tm.

Los sujetos obligados a mantener existencias míni-
mas de seguridad incluidos en el punto 2 del artícu-
lo 19 del citado Real Decreto abonarán a la Corporación,
durante el año 2000, las siguientes cuotas para el man-
tenimiento por ésta de las existencias mínimas de segu-
ridad que les corresponden en función de sus ventas
o consumos:

a) Gasolinas auto y aviación: 780 pesetas/m3.
b) Gasóleo de automoción, otros gasóleos, quero-

seno de aviación y otros querosenos: 765 pesetas/m3.
c) Fuelóleos: 699 pesetas/Tm.

Segundo.—Las cuotas establecidas en el apartado pri-
mero tendrán eficacia a partir de 1 de enero de 2000,
y continuarán en vigor, aun transcurrido dicho año, en
tanto no se modifiquen expresamente.

Tercero.—La presente Orden entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 21 de enero de 2000.

PIQUÉ I CAMPS

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

2551 REAL DECRETO 114/2000, de 28 de enero,
por el que se crea y regula la Comisión Inter-
ministerial para actuar contra las actividades
vulneradoras de los derechos de propiedad
intelectual e industrial.

La trascendencia que han alcanzado en nuestros días
el entramado de actividades ilícitas conocidas vulgar-
mente como «piratería», hace necesario crear un marco
estable de coordinación de las diversas políticas públicas
destinadas a actuar contra estas actividades.

Estas actividades, además de suponer una concul-
cación de los derechos de propiedad intelectual e indus-
trial reconocidos por las leyes, producen efectos nocivos
que afectan, además de a los propios titulares de los
derechos, al mercado, los consumidores, las empresas,
la sociedad, así como al propio Estado.
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De este modo, esta situación provoca una importante
disfunción en los mercados, pues, además de los desvíos
comerciales y el falseamiento de la competencia, se pro-
duce una pérdida de confianza de los operadores y, por
lo tanto, un descenso en la inversión. Todo ello repercute
en la adecuada protección de los consumidores para
quienes estas actividades constituyen un engaño y que
se ven afectados en aspectos tan importantes como la
salud y la seguridad pública. Desde el punto de vista
económico, estas actividades suponen para las empresas
una merma en su facturación y la pérdida de cuotas
de mercado, además del perjuicio moral y del daño a
la imagen. A su vez, si las empresas no rentabilizan sus
inversiones y sus actividades de investigación y desarro-
llo, la creatividad y la innovación se paralizan y el volumen
de empleo desciende. Para el Estado, los efectos derivan
de la defraudación a la Hacienda Pública, así como de
infracciones de la normativa laboral.

Por ello, el Gobierno estima necesaria la creación de
una Comisión Interministerial para la actuación contra
las actividades vulneradoras de los derechos de propie-
dad intelectual e industrial, cuyo cometido será el estudio
y coordinación de las medidas precisas para asegurar
la mejor reacción de la Administración General del Esta-
do frente a este tipo de actividades ilícitas.

Esta Comisión Interministeriral se crea de acuerdo
con las previsiones del capítulo IV del Título II de la
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado.

En su virtud, a propuesta conjunta de los Ministros
de Educación y Cultura, y de Industria y Energía, con
la aprobación del Ministro de Administraciones Públicas
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 28 de enero de 2000,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Creación.

1. Se crea la Comisión Interministerial para actuar
contra las actividades vulneradoras de los derechos de
propiedad intelectual e industrial.

2. Esta Comisión quedará adscrita a la Secretaría
de Estado de Cultura del Ministerio de Educación y
Cultura.

Artículo 2. Objeto.

El objeto de esta Comisión Interministeial es el estudio
y la propuesta de las directrices para actuar contra los
delitos y otras actividades vulneradoras de los derechos
de propiedad intelectual e industrial. También le compete
el seguimiento y el control de la aplicación por los órga-
nos competentes de tales directrices, así como la coor-
dinación operativa de éstos y la realización de actividades
de difusión y formación.

Artículo 3. Composición.

La Comisión Interministerial para actuar contra las
actividades vulneradoras de los derechos de propiedad
intelectual e industrial estará compuesta por los siguien-
tes miembros:

1. Presidente: el Secretario de Estado de Cultura.
2. Vicepresidente: el Subsecretario de Industria y

Energía, quien sustituirá al Presidente en casos de vacan-
te, ausencia, enfermedad u otra causa legal.

3. Vocales:

a) El Director general de la Guardia Civil, del Minis-
terio del Interior.

b) El Director general de la Policía, del Ministerio
del Interior.

c) El Vicepresidente del Instituto Nacional de Con-
sumo, del Ministerio de Sanidad y Consumo.

d) El Director general de Relaciones Económicas
Internacionales, del Ministerio de Asuntos Exteriores.

e) El Director general de Relaciones con la Admi-
nistración de Justicia, del Ministerio de Justicia.

f) Un Director general del Ministerio de Economía
y Hacienda, que será designado por el titular del Depar-
tamento.

g) Un Director de Departamento de la Agencia Esta-
tal de la Administración Tributaria, que será designado
por el Director general de la misma.

h) El Presidente del Instituto de Investigación y Tec-
nología Agraria y Alimentaria, del Ministerio de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación.

i) El Director de la Oficina Española de Patentes y
Marcas, del Ministerio de Industria y Energía.

j) El titular del órgano directivo dependiente de la
Secretaría General de Comunicaciones, del Ministerio
de Fomento, que sea designado por el Secretario general.

4. Actuará como Secretario, con voz y voto, el titular
del órgano directivo dependiente de la Secretaría de Esta-
do de Cultura que designe el Presidente de la Comisión
Interministerial.

5. En casos de ausencia o enfermedad y, en general,
cuando concurra alguna otra causa justificada, los voca-
les de la Comisión Interministerial podrán ser sustituidos
por otra persona al servicio de la unidad de la que depen-
dan, que designen, acreditando ante el Secretario de
la Comisión dicha designación.

6. El Presidente podrá convocar a las reuniones de
la Comisión, con voz y sin voto, a representantes de
organizaciones internacionales, otras Administraciones
públicas, entidades de gestión de derechos de propiedad
intelectual, representantes de los agentes de la propie-
dad industrial, y de cualesquiera otras entidades públicas
o privadas dedicadas a la protección de los derechos
de propiedad intelectual e industrial.

Artículo 4. Competencias.

Con el fin de actuar contra las actividades vulnera-
doras de los derechos de propiedad intelectual o indus-
trial, la Comisión Interministerial ejercerá las siguientes
competencias:

1. Proponer las directrices de actuación de los órga-
nos directivos de la Administración General del Estado
y de sus organismos públicos en la lucha contra acti-
vidades vulneradoras de los derechos de propiedad inte-
lectual e industrial, a través de la formulación de un
plan, que contendrá las actuaciones de protección de
los derechos de propiedad intelectual e industrial que
hayan de adoptarse por los órganos competentes, las
medidas de lucha contra las vulneraciones de tales dere-
chos, así como los dispositivos de coordinación y segui-
miento de tales medidas.

2. Promover la realización de estudios sobre la legis-
lación protectora de los derechos de propiedad intelec-
tual e industrial.

3. Realizar el seguimiento e informe de las relacio-
nes con otros Estados y con organizaciones internacio-
nales competentes en la lucha contra las actividades
vulneradoras de los derechos de propiedad intelectual
e industrial.
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4. Proponer a los órganos competentes el estable-
cimiento de los cauces adecuados de colaboración en
la materia, entre la Administración General del Estado
y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias.

5. Proponer las actuaciones necesarias para la for-
mación de las autoridades y agentes encargados de la
persecución de las actividades ilícitas e infracciones de
derechos de propiedad intelectual e industrial.

6. Proponer la adopción de medidas destinadas a
sensibilizar a los ciudadanos y a las organizaciones socia-
les sobre la necesidad de proteger la propiedad inte-
lectual e industrial, incluyendo la creación de instrumen-
tos de colaboración permanente con dichas organiza-
ciones.

Artículo 5. Competencias del Presidente de la Comi-
sión.

Corresponden al Presidente de la Comisión las
siguientes competencias:

1.a Ostentar la representación de la Comisión.
2.a Convocar las sesiones de la Comisión, así como

fijar el orden del día.
3.a Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de

los debates y suspenderlos por causas justificadas.
4.a Velar por el cumplimiento de los acuerdos adop-

tados por la Comisión.
5.a Cualquier otra función que le asigne la Comisión.

Artículo 6. Convocatoria y sesiones.

1. La Comisión quedará válidamente constituida
para la celebración de sesiones, deliberaciones y toma
de acuerdos, cuando asista el Presidente, el Secretario
y la mitad, al menos, de los vocales titulares o suplentes.

2. La Comisión se reunirá cuantas veces sea con-
vocada por el Presidente, bien a propia iniciativa, bien
a instancia de alguno de sus miembros, cuando lo con-
sidere oportuno.

3. Los acuerdos serán adoptados por mayoría de
votos, dirimiendo los empates el voto de calidad del
Presidente.

Artículo 7. Grupos de trabajo.

1. Se crean dos grupos de trabajo: uno contra la
piratería en el ámbito de la propiedad intelectual, pre-
sidido por el titular del órgano directivo que designe
el Presidente de la Comisión; y otro, contra la piratería
en el ámbito de la propiedad industrial, presidido por
el titular del órgano directivo que designe el Vicepre-
sidente.

Los Presidentes de dichos grupos de trabajo podrán
convocar a los mismos a las entidades públicas y pri-
vadas dedicadas a la protección de derechos de pro-
piedad intelectual e industrial.

Sus funciones consistirán en el análisis y la adopción
de las medidas a acometer para la persecución de las
actividades ilícitas e infracción de derechos de propiedad
intelectual, en el caso del primer grupo, y de derechos
de propiedad industrial en el caso del segundo grupo
y en la preparación de propuestas a elevar en tal sentido
a la Comisión Interministerial.

2. Para el mejor cumplimiento de sus competencias,
la Comisión Interministerial podrá constituir otros grupos
de trabajo con la composición y funciones que considere
más adecuados.

Artículo 8. Régimen de funcionamiento.

El régimen de funcionamiento de la Comisión será
el establecido para los órganos colegiados en el capí-
tulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, sin per-
juicio de las peculiaridades previstas en el presente Real
Decreto.

Disposición adicional única. Financiación.

Los gastos de funcionamiento de la Comisión Inter-
ministerial serán sufragados con cargo a los créditos
adecuados de los órganos superiores y directivos y orga-
nismos públicos que participan en la misma, sin que
ello suponga aumento del gasto público.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 28 de enero de 2000.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno
y Ministro de la Presidencia,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

MINISTERIO
DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS

2552 REAL DECRETO 75/2000, de 21 de enero,
por el que se amplían los medios traspasados
a la Generalidad de Cataluña por el Real Decre-
to 966/1990, de 20 de julio, en materia de
provisión de medios materiales y económicos
al servicio de la Administración de Justicia.

La Constitución Española establece en su artículo
149.1.5.a que el Estado tiene competencia exclusiva en
materia de Administración de Justicia.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía de Cataluña,
aprobado por Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre,
establece en su artículo 18.1.o y 3.o que, en relación
con la Administración de Justicia, exceptuada la Militar,
corresponde a la Generalidad ejercer todas las facultades
que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al
Gobierno del Estado, así como coadyuvar en la orga-
nización de los tribunales consuetudinarios y tradicio-
nales y en la instalación de juzgados, con sujeción, en
todo caso, a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder
Judicial.

Por el Real Decreto 966/1990, de 20 de julio, se
hicieron efectivos los traspasos en materia de provisión
de medios materiales y económicos al servicio de la
Administración de Justicia a la Generalidad de Cataluña.
Estos traspasos se completaron mediante los Reales
Decretos 1553/1994, de 8 de julio; y 1905/1994, de
23 de septiembre.


